SENTENCIA DE TUTELA 2ª INSTANCIA N° 105
RADICACIÓN:   660013109003201900090-01
ACCIONANTE: MARÍA NELCY CÁRDENAS CASTRO
SE CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / CALIFICACIÓN DE PÉRDIDA DE CAPACIDAD LABORAL / OBLIGACIÓN DEL INTERESADO DE ANEXAR HISTORIA CLÍNICA ACTUALIZADA Y CON FIRMAS / CARÁCTER RESERVADO DE ESTE DOCUMENTO. 

De acuerdo con lo planteado en la acción de tutela, Colpensiones para continuar con el proceso de calificación de pérdida de capacidad laboral requirió a la accionante que aportara copia de la historia clínica con firmas y sellos; empero, la que presentó la señora María Cárdenas al fondo de pensiones no cumplió con ese requisito…
Visto lo anterior, se debe precisar que las historias clínicas tienen carácter reservado, y el acceso a ella únicamente puede ser por intermedio de su titular. Precisamente sobre el tema la Corte Constitucional en sentencia T-058/18, sostuvo:

“La historia clínica es un documento privado, de obligatorio diligenciamiento  para el cuerpo de salud, contentivo de todos los datos sobre la salud física y psíquica del paciente, estructurados de manera ordenada, detallada y cronológica. Su acceso, según el artículo 34 de la Ley 23 de 1981, “(p)or la cual se dictan normas en materia de ética médica”, es reservado y, por consiguiente, puede ser conocido únicamente por su titular y, excepcionalmente, por terceros -en los casos previstos por la ley o previa autorización del usuario-…”.
De manera que, corresponde a la señora MARÍA CÁRDENAS acudir ante la EPS a la cual se encuentra afiliada y solicitar la respectiva copia de la historia clínica con las particularidades que le pide COLPENSIONES, como quiera que ella es la única persona autorizada para conocer y reclamar dicho documento. Ahora, la afirmación que hace la accionante de ser una persona de especial protección constitucional no es una condición que le impida acudir ante la respectiva EPS, en este caso MEDIMÁS, para solicitar el referido documento.
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Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, diez (10) de octubre de dos mil diecinueve (2019)
                                                                Acta de Aprobación N° 917
                                                                     Hora: 9:45 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la ciudadana MARÍA NELCY CÁRDENAS CASTRO, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), a consecuencia de la acción de amparo promovida contra COLPENSIONES.

2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea la señora MARÍA CÁRDENAS se pueden sintetizar así: (i) con el fin de acceder a la pensión de invalidez solicitó ante COLPENSIONES iniciar el trámite de pérdida de capacidad laboral; (ii) debido a su estado de salud depende únicamente de la caridad de las personas más allegadas por cuanto no percibe ningún ingreso, renta o pensión, situación que la convierte en una persona de especial protección constitucional; (iii) el fondo de pensiones la requirió para que aportara la copia de la historia clínica completa y actualizada con sus especialistas tratantes no mayor a seis meses con sello y firma; (iv) la historia clínica que aportó al iniciar el proceso de calificación de pérdida de capacidad laboral fue la que recibió por parte de la EPS, por lo cual, resulta imposible aportar un documento diferente al entregado inicialmente; (v) de los requisitos que exige COLPENSIONES, ninguno hace referencia a que la expedición de la historia clínica debe ser inferior a seis meses, y mucho menos que deban tener firma y sello de los médicos tratantes; y (vi) a la fecha han transcurrido 90 días sin que la accionada le fije fecha para la cita por medicina laboral y así poder acceder al dictamen PCL.
Pide se tutelen sus derechos fundamentales a la salud, seguridad social, debido proceso y vida en condiciones dignas, y se le ordene a COLPENSIONES continuar con el trámite de pérdida de capacidad laboral, y otorgar la cita para valoración por medicina laboral.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Recibida la demanda, el despacho la admitió, vinculó oficiosamente a la EPS MEDIMÁS y corrió traslado a COLPENESIONES, la primera de ellas se pronunció extemporáneamente y la segunda guardó silencio.
3.2.- Vencido el plazo constitucional, el a quo mediante sentencia de agosto 30 de 2019 negó el amparo. Para llegar a la anterior determinación consideró que COLPENSIONES no ha vulnerado ningún derecho fundamental, toda vez que para darle trámite a la solicitud del proceso de pérdida de capacidad laboral requiere la historia laboral de la accionante; lo dicho, no por un mero capricho, sino para poder establecer lo concerniente a la merma en la capacidad laboral de la afiliada, y dicha carga le compete a la señora MARÍA CÁRDENAS, sin que se evidencie siquiera sumariamente que ha tratado de conseguir el referido documento.
4.- IMPUGNACIÓN

La señora MARÍA CÁRDENAS indica que mediante la acción de tutela no busca la protección del derecho fundamental de petición, como lo señala la sentencia de primera instancia. Lo que requiere es continuar el trámite de la calificación de pérdida de capacidad laboral.
En su caso se debe realizar un análisis de su situación, toda vez que por su condición de salud y precaria situación económica es una persona de especial protección constitucional.

Solicita la protección de los derechos fundamentales a la seguridad social, igualdad, mínimo vital y vida digna, y que se ordene a COLPENSIONES expedir la calificación de pérdida de capacidad laboral.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Tercero Penal del Circuito con Función de Conocimiento de Pereira (Rda.), acorde con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo opugnado, en cuanto negó la acción de amparo. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidándolo, modificándolo o revocándolo, según se desprende de lo pedido por la recurrente. 
5.2.- Solución a la controversia

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todos los ciudadanos sin discriminación alguna. 

En este caso la señora CÁRDENAS concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección de sus derechos fundamentales a la salud, seguridad social, debido proceso y vida en condiciones dignas, toda vez que considera que la decisión de COLPENSIONES de exigirle para iniciar la calificación de pérdida de capacidad laboral copia de la historia clínica con firmas y sellos, pone en riesgo la posibilidad de continuar con el proceso y así poder acceder a la pensión de invalidez. Aseveró, que el documento que aportó en su momento es el que le entregó la EPS.

El juez de primer nivel negó el amparo de los derechos fundamentales deprecados por la accionante, al considerar que no hubo ninguna irregularidad por parte de COLPENSIONES, como quiera que su actuar se ajustó a los requisitos legales establecidos para tal fin. La señora MARÍA CÁRDENAS se muestra inconforme y asevera se debe analizar su condición de especial protección constitucional con el fin de poder continuar con el trámite de calificación de pérdida de capacidad laboral. 

De acuerdo con lo planteado en la acción de tutela, COLPENSIONES para continuar con el proceso de calificación de pérdida de capacidad laboral requirió a la accionante que aportara copia de la historia clínica con firmas y sellos; empero, la que presentó la señora MARÍA CÁRDENAS al fondo de pensiones no cumplió con ese requisito. Ahora, la accionante no indició qué gestiones ha adelantado ante la EPS MEDIMÁS con el fin de obtener la historia clínica con las exigencias advertidas por COLPENSIONES.

Visto lo anterior, se debe precisar que las historias clínicas tienen carácter reservado, y el acceso a ella únicamente puede ser por intermedio de su titular. Precisamente sobre el tema la Corte Constitucional en sentencia T-058/18, sostuvo:

“La historia clínica es un documento privado, de obligatorio diligenciamiento  para el cuerpo de salud, contentivo de todos los datos sobre la salud física y psíquica del paciente, estructurados de manera ordenada, detallada y cronológica. Su acceso, según el artículo 34 de la Ley 23 de 1981, “(p)or la cual se dictan normas en materia de ética médica”, es reservado y, por consiguiente, puede ser conocido únicamente por su titular y, excepcionalmente, por terceros -en los casos previstos por la ley o previa autorización del usuario-. Por ende, este documento constituye prueba idónea sobre los tratamientos médicos recibidos por el usuario, al punto que se ha descrito como “el único archivo o banco de datos donde legítimamente reposan, todas las evaluaciones, pruebas, intervenciones y diagnósticos realizados al paciente””
De manera que, corresponde a la señora MARÍA CÁRDENAS acudir ante la EPS a la cual se encuentra afiliada y solicitar la respectiva copia de la historia clínica con las particularidades que le pide COLPENSIONES, como quiera que ella es la única persona autorizada para conocer y reclamar dicho documento. Ahora, la afirmación que hace la accionante de ser una persona de especial protección constitucional no es una condición que le impida acudir ante la respectiva EPS, en este caso MEDIMÁS, para solicitar el referido documento.
En consecuencia, tal como lo concluyó el juez de primer nivel, no se puede pregonar la vulneración de derechos fundamentales, por cuanto es obligación de la accionante acudir previamente ante la EPS con el fin de atender el requerimiento de COLPENSIONES, y no se puede solicitar directamente una actividad a ese respecto ante el juez de tutela sin haber agotado el camino previo. Sobre el particular la Corte Constitucional expresó: “En tal virtud, el actor no puede pretender que a través de la acción de tutela se ordene la protección de un derecho fundamental cuando la entidad accionada no ha realizado ninguna acción u omisión en detrimento de sus derechos fundamentales, pues como se advirtió, éste debió haber tramitado el derecho de petición para que la accionada pudiera actuar.”

Por último, no se puede restar importancia a la exigencia que hace COLPENSIONES en el sentido que la historia clínica contenga los sellos y firmas respectivas del médico, toda vez que es un respaldo de autenticidad al referido documento, incluso el artículo 61 de la Ley 23/81 expresa: “El médico tiene el derecho de propiedad intelectual sobre los trabajos que elabore con base en sus conocimientos intelectuales y sobre cualesquiera otros documentos, inclusive historias clínicas, que reflejen su criterio o pensamiento científico”. Por consiguiente, se puede recalcar que el médico como propietario intelectual de la historia clínica debe identificarse en la misma, esto es, con su firma y código o registro. En todo caso, de no existir la respectiva firma del médico será la EPS quien certifique la legitimidad de la referida historia clínica.
En esos términos, la Corporación acompañará la sentencia dictada por el funcionario de primer nivel.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira  (Rda.). 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
� Sentencia T-329/11
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